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 PETICIÓN DE REDENCIÓN DE PENA POR TRABAJO O ESTUDIO  Y LIBERTAD CONDICIONAL / NO TIENE EL MISMO TRÁMITE QUE UN DERECHO DE PETICIÓN FORMULADO ANTE UNA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA. “Marfy Johana Méndez Amaya acudió al juez constitucional en aras de obtener del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira la respuesta a su petición radicada por su abogado el 15 de noviembre de 2016, de la que se desprende la actora solicitó redención de la pena por trabajo o estudio y consecuente con ello, la libertad condicional (…). [D]el escrito presentado por la actora ante el Juzgado 1° de Ejecución de Pena y Medidas de Seguridad de Pereira el 15 de noviembre de 2016, la Sala debe precisar que lo allí formulado se trata de una actuación propiamente judicial, lo que significa que ese derecho de petición encuentra limitaciones y no puede ser resuelto bajo los lineamientos propios de las actuaciones administrativas, toda vez que el mismo versa sobre una redención de pena y la libertad condicional están relacionados con un procedimiento que sólo puede ser sometido al estudio del juez ejecutor, por lo que el juez de tutela no podrá  emitir órdenes para impulsar el trámite para que se decida lo reclamado en esta demanda de amparo, lo que permite concluir que a la accionante no se le han vulnerado sus derechos fundamentales de petición y debido proceso. Sin embargo, como el juzgado accionado erróneamente ofició al establecimiento carcelario de mujeres La Badea, requiriéndole el envío de las certificaciones y cartilla biográfica a nombre de la señora Méndez Amaya, se puede concluir que ese despacho no le ha dado solución al pedimento de la demandante, toda vez que en esa institución carcelaria no se encuentran los documentos necesarios para resolver el asunto puesto en su consideración. Por lo tanto, esta Colegiatura exhortará  al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira  que una vez reciba los documentos a los cuales se han venido haciendo alusión a lo largo de este proveído y que fueron remitidos por el Director del  centro penitenciario de mediana seguridad y carcelario de Santa Rosa de Cabal, mediante el oficio No.0253 del 1º de febrero de 2017, tramite las peticiones de la señora Marfy Johana Méndez Amaya, quien tendrá la posibilidad de interponer los recursos de ley en caso de que lo resuelto sea desfavorable a sus intereses.”.
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1. ASUNTO A DECIDIR

Se profiere sentencia de primera instancia dentro de la acción de tutela promovida por la señora Marfy Johana Méndez Amaya en contra del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira.

2. RESUMEN DE ANTECEDENTES

2.1. Informó la señora Marfy Johana Méndez Amaya que fue condenada a la pena principal de 52 meses de prisión por el delito de homicidio en grado de tentativa, por lo que se encuentra en detención domiciliaria en el municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.

Señaló que por reunir los requisitos para acceder a la libertad condicional, solicitó el 15 de noviembre de 2016  ante el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira se le concediera tal beneficio, sin que a la fecha de instaurar la presente acción de tutela, hubiera recibido respuesta al respecto, al parecer por cuanto no se le han enviado la cartilla biográfica ni los cómputos relativos al trabajo y estudio; sin embargo, al defensor de la accionante le fue informado que tales documentos habían sido remitidos al juzgado demandado por parte de jurídica del establecimiento carcelario de Armenia, donde estuvo detenida la señora Méndez Amaya.

Por lo anterior, la actora solicitó que se tutelen los derechos fundamentales de petición y debido proceso y en tal sentido, se ordene al despacho accionando que resuelva la petición del 15 de noviembre de 2016.  
Al escrito de tutela anexó copia del escrito radicado el 15 de noviembre de 2016 en el J1EPMS de Pereira (folios 4 y 5).
2.2.  Mediante auto del 19 de enero de 2016 se avocó el conocimiento de la presente acción, se ordenó correr traslado de la misma al despacho accionado  y se vinculó vincular al Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad (folio 8).  
2.3. Mediante autos del 25 de enero de 2017 y del 1º de febrero de 2017 se ordenó vincular al presente trámite a las Direcciones de los establecimientos penitenciarios y carcelarios de La Badea, Pereira  (folio 17) y de Santa Rosa de Cabal, Risaralda (folio 23), respectivamente.

3. SÍNTESIS DE LA RESPUESTA A LA DEMANDA
3.1. JUZGADO 1º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA
Su titular informó que la señora Méndez Amaya fue condenada por el Juzgado 2º Penal del Circuito de Armenia, Quindío, a la pena de 52 meses de prisión, luego de haberla hallado penalmente responsable por la conducta punible de homicidio en grado tentativa, negándole el subrogado penal de la suspensión condicional de la ejecución de la pena y el sustituto penal de la prisión domiciliaria, ordenando descontar la pena impuesta en establecimiento carcelario.

Indicó El 11 de julio de 2016 el Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Armenia, Quindío, concedió a la accionante la prisión domiciliaria para disfrutarla en su lugar de residencia ubicado en el municipio de Santa Rosa de Cabal, Risaralda.

Señaló que el 16 de noviembre de 2016 ese despacho recibió solicitud de libertad condicional presentada por el defensor de la señora Méndez Amaya.  Por lo tanto, mediante oficio No.4129 de esa misma fecha, solicitó a la Dirección del establecimiento penitenciario y carcelario de Mujeres La Badea la remisión de los documentos pertinentes a nombre de la accionante, petición que fue reiterada por la Secretaría los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad el 28 de diciembre de 2016 con el fin de resolver el requerimiento de libertad condicional a la actora.

Mencionó que a la fecha no se ha recibido respuesta del centro carcelario antes aludido, por lo que no se ha podido resolver lo pedido por la actora.
Por lo anterior, solicitó que se integrara al presente trámite a la Dirección del establecimiento penitenciario y carcelario de Mujeres La Badea y en tal sentido, se declare que ese despacho no ha vulnerado derechos fundamentales a la accionante.   (Fls. 13 y 14)

Adjuntó copia de los oficios del 16 de noviembre de 2016 y 28 de diciembre de 2016, por medio de los cuales se solicitaron las copias de la cartilla biográfica, cómputos y calificación actualizada de la conducta a nombre de la señora Marfy Johana Méndez Amaya. (Fls. 15 y 16).
3.2.  DIRECCIÓN RECLUSIÓN DE MUJERES DE PEREIRA

Informó que revisado el aplicativo SISIPEC WEB, se evidenció que la señora Méndez Amaya no ha estado recluida en ese centro carcelario, por lo que es imposible dar respuesta a su petición.  Por lo tanto, solicitó desvincular a esa institución del presente trámite.  (Folio 22)

3.3.  DIRECCIÓN ESTABLECIMIENTO PENITENCIARIO DE MEDIANA SEGURIDAD Y CARCELARIO DE SANTA ROSA DE CABAL, RISARALDA
Informó que la señora Méndez Amaya se encuentra a cargo de ese establecimiento desde el 14 de julio de 2016, procedente de la reclusión de Armenia, condenada por el delito homicidio en grado de tentativa a la pena de 52 meses de prisión.
Indicó que la accionante no ha solicitado a ese centro carcelario que se realice algún trámite, como tampoco se ha recibido por parte del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira solicitud de la documentación de la interna.  Sin embargo, como en la carpeta de la interna reposa el certificado de cómputo No.16370087 por el período comprendido entre junio y julio de 2016, el mismo fue remitido al juzgado antes mencionado mediante el oficio No.253 del 1º de febrero de 2017 acompañado de los demás documentos pertinentes para que se resuelva la petición a la accionante. 

Por lo anterior, solicitó que se desvincule a esa Dirección de la presente acción de tutela (Fls. 29 y 30).
Adjuntó copia del oficio No.253 (folio 31).

4. CONSIDERACIONES DE LA SALA

4.1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución Política, quien se sienta amenazado o vulnerado en sus derechos fundamentales, por acto u omisión de la autoridad pública o por un particular, puede invocar el amparo consagrado en el ordenamiento constitucional, para su protección, a través de la acción de tutela, reglamentada por los Decretos 2591 de noviembre de 1991 y 306 de febrero de 1992.

4.2. Esta Colegiatura es competente para conocer de la presente actuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 86 de la Constitución; el artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 y el artículo 1º del Decreto 1382 de 2000.

4.3 Problema jurídico y solución al caso en concreto
4.3.1. Corresponde a esta Sala determinar si los despachos demandados vulneraron los derechos fundamentales invocados por el señor Ronny Ospina Espitia, de manera tal que amerite la concesión o no del amparo.  

4.4. La Constitución Política Colombiana consagró la acción de tutela en el Art. 86 como un derecho que tiene toda persona para reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por si misma o por quien actúe a su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de cualquier autoridad pública, o de particulares en su caso, protección que consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga de hacerlo, fallo que será de inmediato cumplimiento; pero esta acción solo es procedente cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que ella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable.

4.5. Con respecto al derecho de petición la Ley 1755 de 2015, señaló lo siguiente en los artículos 13 y 14:

“Artículo 13. Objeto y modalidades del derecho de petición ante autoridades. Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a las autoridades, en los términos señalados en este código, por motivos de interés general o particular, y a obtener pronta resolución completa y de fondo sobre la misma.
 
Toda actuación que inicie cualquier persona ante las autoridades implica el ejercicio del derecho de petición consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política, sin que sea necesario invocarlo. Mediante él, entre otras actuaciones, se podrá solicitar: el reconocimiento de un derecho, la intervención de una entidad o funcionario, la resolución de una situación jurídica, la prestación de un servicio, requerir información, consultar, examinar y requerir copias de documentos, formular consultas, quejas, denuncias y reclamos e interponer recursos.
 
El ejercicio del derecho de petición es gratuito y puede realizarse sin necesidad de representación a través de abogado, o de persona mayor cuando se trate de menores en relación a las entidades dedicadas a su protección o formación.
 
Artículo 14. Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su recepción. Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes peticiones:
 
1. Las peticiones de documentos y de información deberán resolverse dentro de los diez (10) días siguientes a su recepción. Si en ese lapso no se ha dado respuesta al peticionario, se entenderá, para todos los efectos legales, que la respectiva solicitud ha sido aceptada y, por consiguiente, la administración ya no podrá negar la entrega de dichos documentos al peticionario, y como consecuencia las copias se entregarán dentro de los tres (3) días siguientes.
 
2. Las peticiones mediante las cuales se eleva una consulta a las autoridades en relación con las materias a su cargo deberán resolverse dentro de los treinta (30) días siguientes a su recepción.”
4.5.1. Con respecto al derecho de petición de las personas privadas de la libertad, la Corte Constitucional ha reiterado lo siguiente  (Ver Sentencia T-311 de 2013):

“(…)  la persona privada de la libertad, sin importar su condición o circunstancia, tiene una serie de derechos que no pueden ser objeto de restricción jurídica durante la reclusión. En efecto, la jurisprudencia Constitucional en Sentencia T-153 de 1998 especificó que el grupo de derechos que no pueden estar limitados son “…la vida e integridad personal, la dignidad, la igualdad, la libertad religiosa, el derecho de reconocimiento de la personalidad jurídica, a la salud y al debido proceso, y el derecho de petición
, mantienen su incolumidad a pesar del encierro a que está sometido su titular”. Así las cosas, respecto de ese conjunto de derechos se estableció en cabeza del Estado el deber positivo de asegurar todas las condiciones necesarias que permitan el goce efectivo de esos derechos, así como la adecuada resocialización de los reclusos.

En este orden de ideas, la jurisprudencia ha reiterado, respecto del derecho de petición, que el ejercicio de dicha prerrogativa no está limitado por la privación de la libertad. En efecto, en sentencia T-705 de 1996 la Corte Constitucional manifestó que: 

“El derecho de petición es uno de aquellos derechos fundamentales que los reclusos ostentan en forma plena, vale decir, que no está sometido a ningún tipo de limitación o restricción en razón de la situación de privación de la libertad a que se encuentran sometidas estas personas. Lo anterior se deriva de la naturaleza misma de la relación de especial sujeción que vincula al interno a la administración carcelaria. La única razón que justificaría una eventual limitación del derecho fundamental de petición de un recluso consistiría en que el titular del mencionado derecho abusara de éste en detrimento de los derechos fundamentales de otras personas. El derecho de petición de los reclusos no comporta la obligación de las autoridades carcelarias de dar respuesta positiva a las solicitudes que aquellos eleven, ni de realizar las gestiones que se les soliciten. Los deberes de estas autoridades, en punto al derecho fundamental de petición, consisten en adoptar todas aquellas medidas necesarias para que los internos reciban una respuesta completa y oportuna a sus peticiones. Las autoridades penitenciarias están en la obligación de motivar, en forma razonable, las decisiones que adoptan frente a las peticiones que un recluso ha elevado. No basta con que se ofrezca una respuesta a la petición del interno sino que, además, es necesario que se expongan las razones que la autoridad contempló para decidir en el sentido que efectivamente lo hizo, de manera que el recluso pueda conocerlas y, eventualmente, controvertirlas”
. 

Del mismo modo, en la sentencia T- 439 de 2006, estableció la Corte que tanto la administración penitenciaria como la administración de justicia, deben garantizar el derecho de petición de manera plena “… (i) suministrando respuestas oportunas y evitando todo tipo de dilación injustificada, (ii) motivando de manera razonable sus decisiones, (iii) garantizando que las solicitudes que los internos formulen contra otras autoridades sean recibidas por éstas oportunamente”
.

En conclusión, la Corte ha sostenido que los reclusos mantienen plena facultad sobre el ejercicio del derecho de petición, de tal manera que en los eventos en que los privados de la libertad formulen solicitudes dirigidas a la autoridad carcelaria del INPEC o en general a la administración de justicia, deben obtener respuesta de fondo, clara y oportuna a su requerimiento sin que el goce efectivo del mencionado derecho se vea afectado por los trámites administrativos de las penitenciarias
.

Sin embargo, esta misma corporación respecto a las peticiones presentadas frente actuaciones judiciales ha sostenido que, en estos eventos, el alcance de este derecho encuentra limitaciones, por ello, se ha especificado que deben diferenciarse las peticiones que se formulen ante los jueces, las cuales serán de dos clases: (i) las referidas a actuaciones estrictamente judiciales, que por tales se encuentran reguladas en el procedimiento respectivo, debiéndose sujetar entonces la decisión a los términos y etapas procesales previstos para el efecto; y (ii) aquellas que por ser ajenas al contenido mismo de la litis e impulsos procesales, deben ser atendidas por la autoridad judicial en su condición, bajo las normas generales del derecho de petición que rigen la administración, esto es, el Código Contencioso Administrativo.

En efecto, la Corte Constitucional al respecto ha sostenido:

 “El derecho de petición no procede para poner en marcha el aparato judicial o para solicitar a un servidor público que cumpla sus funciones jurisdiccionales, ya que esta es una actuación reglada que está sometida a la ley procesal. Ahora bien, en caso de mora judicial puede existir transgresión del debido proceso y del derecho de acceso efectivo a la justicia; pero no del derecho de petición. 

Dentro de las actuaciones ante los jueces pueden distinguirse dos. De un lado, los actos estrictamente judiciales y, de otro lado, los actos administrativos. Respecto de éstos últimos se aplican las normas que rigen la administración, esto es, el Código Contencioso Administrativo. Por el contrario, las peticiones en relación con actuaciones judiciales no pueden ser resueltas bajo los lineamientos propios de las actuaciones administrativas, como quiera que las solicitudes que presenten las partes y los intervinientes dentro de aquél [del proceso] en asuntos relacionados con la litis tienen un trámite en el que prevalecen las reglas del proceso”.

Así las cosas, puede entonces concluirse que para distinguir si las solicitudes presentadas en un proceso judicial en curso constituyen una petición independiente o sí, por el contrario, hace alusión a una actuación procesal, es necesario establecer su esencia de tal manera que, se debe identificar si la respuesta implica una decisión judicial sobre algún asunto relacionado con la litis o con el procedimiento, casos en los cuales la contestación equivaldría a un acto expedido en función jurisdiccional y así, el juez, por más que lo invoque el petente, no está obligado a responder bajo las previsiones normativas del derecho de petición sino que, en acatamiento al debido proceso, deberá dar prevalencia a los términos, procedimiento y contenidos de las actuaciones que correspondan a la situación, a las cuales deben sujetarse tanto el juez como las partes 
.  (Subrayas propias)
4.6.  DEL CASO EN CONCRETO

4.6.1. En el caso sub examine, observa la Sala que la señora Marfy Johana Méndez Amaya acudió al juez constitucional en aras de obtener del Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira la respuesta a su petición radicada por su abogado el 15 de noviembre de 2016, de la que se desprende la actora solicitó redención de la pena por trabajo o estudio y consecuente con ello, la libertad condicional (folios 4 y 5).  

4.6.2. De las pruebas que obran dentro de la foliatura, se advierte que el juzgado demandado con el fin de dar respuesta a la petición de la accionante, solicitó a la Dirección de la reclusión de mujeres la Badea que enviara la cartilla biográfica de la señora Méndez Amaya y la calificación de conducta respectiva (folio 15). Por su parte, el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira requirió al establecimiento carcelario mencionado que remitiera los cómputos de trabajo, estudio y enseñanza a nombre de la señora Méndez Amaya, así como la cartilla biográfica y la calificación de su conducta (folio 16).

4.6.3.  En concordancia con lo acabado de indicar y de acuerdo con la jurisprudencia constitucional a la que hizo referencia en el acápite anterior, del escrito presentado por la actora ante el Juzgado 1° de Ejecución de Pena y Medidas de Seguridad de Pereira el 15 de noviembre de 2016, la Sala debe precisar que lo allí formulado se trata de una actuación propiamente judicial, lo que significa que ese derecho de petición encuentra limitaciones y no puede ser resuelto bajo los lineamientos propios de las actuaciones administrativas, toda vez que el mismo versa sobre una redención de pena y la libertad condicional están relacionados con un procedimiento que sólo puede ser sometido al estudio del juez ejecutor, por lo que el juez de tutela no podrá  emitir órdenes para impulsar el trámite para que se decida lo reclamado en esta demanda de amparo, lo que permite concluir que a la accionante no se le han vulnerado sus derechos fundamentales de petición y debido proceso.
4.6.4.  Sin embargo, como el juzgado accionado erróneamente ofició al establecimiento carcelario de mujeres La Badea, requiriéndole el envío de las certificaciones y cartilla biográfica a nombre de la señora Méndez Amaya, se puede concluir que ese despacho no le ha dado solución al pedimento de la demandante, toda vez que en esa institución carcelaria no se encuentran los documentos necesarios para resolver el asunto puesto en su consideración. Por lo tanto, esta Colegiatura exhortará  al Juez 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira  que una vez reciba los documentos a los cuales se han venido haciendo alusión a lo largo de este proveído y que fueron remitidos por el Director del  centro penitenciario de mediana seguridad y carcelario de Santa Rosa de Cabal, mediante el oficio No.0253 del 1º de febrero de 2017, tramite las peticiones de la señora Marfy Johana Méndez Amaya, quien tendrá la posibilidad de interponer los recursos de ley en caso de que lo resuelto sea desfavorable a sus intereses.
En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución.  
RESUELVE

PRIMERO: NO TUTELAR los derechos fundamentales invocados por la señora Marfy Johana Méndez Amaya.

SEGUNDO: EXHORTAR al Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, Risaralda, que una vez reciba los documentos a los cuales se han venido haciendo alusión a lo largo de este proveído y que fueron remitidos por el Director del  centro penitenciario de mediana seguridad y carcelario de Santa Rosa de Cabal, mediante el oficio No.0253 del 1º de febrero de 2017, tramite las peticiones de la señora Marfy Johana Méndez Amaya, quien tendrá la posibilidad de interponer los recursos de ley en caso de que lo decidido sea desfavorable a sus intereses.
TERCERO: SE ORDENA notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. Si esta decisión no es impugnada se ordena el envío del expediente ante la Corte Constitucional, para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado
�Sobre el derecho fundamental de petición consagrado en el artículo 23 de la C.P. la Corte ha establecido en las sentencias T – 377 de 2000 y T – 1060A de 2001  el contenido básico de dicho derecho: “(i) El derecho de petición es fundamental y determinante para la efectividad de los mecanismos de la democracia participativa, garantizando a su vez otros derechos constitucionales, como los derechos a la información, a la participación política y a la libertad de expresión; (ii) el núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución pronta y oportuna de la cuestión; (iii) la petición debe ser resuelta de fondo, de manera clara, oportuna, precisa y congruente con lo solicitado; (iv) la respuesta debe producirse dentro de un plazo razonable, el cual debe ser lo más corto posible; (v)la respuesta no implica aceptación de lo solicitado ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita; (vi) este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, y en algunos casos a los particulares; (vii) el silencio administrativo negativo, entendido como un mecanismo para agotar la vía gubernativa y acceder a la vía judicial, no satisface el derecho fundamental de petición es su objeto es distinto. Por el contrario, el silencio administrativo es la prueba incontrovertible de que se ha violado el derecho de petición; (viii) el derecho de petición también es aplicable en la vía gubernativa; (ix) la falta de competencia de la entidad ante quien se plantea, no la exonera del deber de responder, y (x) ante la presentación de una petición, la entidad pública debe notificar su respuesta al interesado”.


� M.P. Eduardo Cifuentes Muñoz.


� M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra. 


� Ver Sentencia T-1074 de 2004.


� Cfr. Sentencias  T- 334 de 1995, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, T- 07 de 1999, M.P.  Alfredo Beltrán Sierra y T-722 de 2002, M.P. Marco Gerardo Monroy Cabra.


� A manera de ejemplo, puede citarse el caso en que la Corte Constitucional, sentencia T- 722 de 2002,  estableció que cuando hay la petición de certificación de la existencia de un trámite procesal surtido, esa certificación constituye un acto judicial reglado que sólo puede expedir el juez cuando la ley expresamente lo autoriza, según lo dispuesto por el artículo 116 del C.P.C; por lo que, no puede ser tramitado como simple acto de la administración pública, aunque así se le solicite invocando el derecho de petición  y por tanto no está obligado a responderla como tal.
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